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Esta obra colectiva es el resultado de un proyecto investigativo 
que nació con el propósito de rendir homenaje al profesor emé-
rito Andrés Eloy Ordóñez Ordóñez, quien contribuyó significati-
vamente al estudio riguroso del derecho de seguros en 
Colombia y en el exterior. El legado del profesor Ordóñez tras-
ciende la academia, en la cual es reconocido como uno de los 
doctrinantes más influyentes del derecho de seguros, y el sector 
asegurador, donde el ejercicio activo de la abogacía le pennitió 
participar en los asuntos que marcaron la evolución del derecho 
de seguros en el país. 

En los trece trabajos que se presentan aquí se abordan diferen-
tes temáticas que contribuirán al análisis y estudio de los pro-
blemas que en la actualidad enfrenta el derecho de seguros: la 
reciente jurisprudencia constitucional sobre el régimen de de-
claración del estado del riesgo; antecedentes del contrato de 
seguros; responsabilidad en materia ambiental y el seguro de 
responsabilidad; seguros en el transporte de mercancías y su 
logística; ley aplicable al fondo de la disputa en el arbitramento 
internacional; el seguro de cumplimiento en Colombia; el litis-
consorcio en la acción directa del seguro de responsabilidad 
civil ; incidencia de los seguros en los procesos de responsabili-
dad fiscal; introducción a la banca-seguros en el derecho co-
lombiano; aspectos internacionales del contrato de seguro; el 
principio de indemnización en el contrato de reaseguro; la nece-
sidad de reforma del título V del libro IV del Código de Comercio 
y el arbitraje de seguros y reaseguros. 
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S UMARIO 

Introducción. 1. Posición tradicional sobre el tratamiento de la reticencia y la 
inexactitud en el contrato de seguro. A. El deber de declarar sinceramente 
el "estado del riesgo" en el contrato de seguros constituye una aplicación del 
principio de buena fe objetiva en materia contractual. B. El artículo 1058 del 
Código de Comercio contiene un régimen especial de vicios de la voluntad 
(del consentimiento) frente al previsto para los negocios jurídicos en general. 
1. Se considera vicio el error de hecho determinante no solo de la celebración 
del contrato, sino también de la celebración del contrato en otros términos. 
2. Se sanciona el dolo incidental (o eventual) y no solo el principal. 3. El dolo 
en materia de seguros no sólo se sanciona por intención positiva maliciosa del 
asegurando, sino también por omisión en la entrega de información relevante. 
El dolo por reticencia. 4. Se establece una sanción menos gravosa para la parte 
asegurada cuando su reticencia o inexactitud no están precedidas de cuestio-
nario e incurre en error inculpable. 5. Las sanciones por reticencia o inexactitud 
del artículo 1058 del Código de Comercio dejan de operar cuando el asegurador 
ha conocido los hechos sobre los que versan e, igualmente, cuando ha debido 
conocerlos (diligencia profesional). 6. La ausencia de necesidad de que exista 
vinculación entre las causas que determinaron el siniestro y los aspectos sobre 
los que versó la reticencia o inexactitud al momento de celebrar el contrato 
de seguro. n. La posición expresada por la Corte Constitucional en reciente 
jurisprudencia y la ruptura realizada frente a la visión tradicional de los vicios 
de la voluntad en materia de derecho de seguros. Conclusiones. Bibliografía 

RESUMEN 

Es notoria la diferencia conceptual entre el actual criterio de la Corte Consti-
tucional respecto del artículo 1058 del Código de Comercio, la visión que de 
él ha defendido la Corte Suprema de Justicia, la de la propia Corte Constitu-
cional en decisiones anteriores y la doctrina más aceptada en Colombia. Para 
brindar pro'tección a sujetos en estado de vulnerabilidad, se introdujo en el 
contexto nacional un contenido normativo extraño y no previsto entre nosotros. 

• Abogado de la Universidad Nacional de Colombia, especialista en Derecho de Seguros de la Uni-
\'ersidad Javeriana, magíster en Responsabilidad Cfril y del Estado de la Universidad Externado de 
Colombia, profesor de Derecho de Seguros en posgrado de las uni"ersidades Externado, Nacional 
de Colombia, de la Sabana, Libre y del Norte. Contacto: rafaelariza@arizaygomez .com. 
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I N TROD UCC IÓ:\" 

Muchos y sustanciales han sido los cambios que ha determinado en nuestro 
derecho la promulgación de la Carta Política de 1991 y, sin temor a equivocar-
nos, mayores aun los que ha significado la interpretación que de ella ha hecho 
hasta nuestros días la Corte Constitucional, su guardián por definición. Ello 
resulta innegable y palpable en el ámbito colombiano en diferentes áreas de la 
ciencia juridica, destacando -para efectos de este estudio- la del derecho 
de los seguros. Quienes hemos tenido contacto con la actividad aseguradora 
en el ámbito patrio, bien desde el lado de los aseguradores, de los asegurados 
o de la academia, hemos sentido tales cambios en aspectos tan sensibles como 
la aplicación del principio de la autonomía de la voluntad privada y su aplica-
ción en materia de la selección de los riesgos', en los alcances de considerar 
la actividad aseguradora como de interés público y su incidencia, entre otros, 
en la imposición de cargas o erogaciones para la acreditación del siniestro no 
previstas por el legislador'. La constante es que ante la tensión que pueda 
existir. entre la protección de los derechos fundamentales de los asegurados 
o beneficiarios e instituciones de raigambre legal, estas últimas ceden o son 
aplicadas con gran flexibilidad en la decisión de los diferentes casos que se 
someten a la decisión de la jurisdicción constitucional. 

No se puede desconocer que dentro de la concepción de un Estado social 
de derechoJ las instituciones que pertenecen a las diferentes ramas del poder 

r En ese sentido, ,·éansc, entreoms, las sen1enciasT-1165 de 2001, MP Alfredo Beltrán Sierra, T-517 
de 1oo6, MP .Marco Gerardo 1\lonroy, y T-400 de 1017, MP Alberto Rojas Ríos. 

2 Véase, entre otras, la sentenciaT-311 de 2011, i\lP Jorge Il'án PaJacio. 

3 
Como lo ha sei\alado de tiempo atrás la jurisprudencia de la Corte Constitucional, "Con el término 
social se se!l.ala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle[s] a los asociados condiciones 
de ,·ida dignas. Es decir, con este concepto se resalta que la \'Oluntad del Constituyente en romo al 
Estado no st rtduu a rxigir dt istt que no intt,fiera o ruortt las librrtaJts Je las prrsonas, sino qut tambiln 
r.rige qur d mismo u ponga en movimirnto para contrarmtar las dtsigualdadts soáalrs r.ristrnW Y para 
ofrerrrlt a Jodas las oportunidadts rumarias para Jrsarro/Jar sus aptituJts y para suprrar los apr~mios 
mattrialtS'' (sentencia SU-747 de 1998, MP Eduardo Cifuentes i\luiloz). Respecto de su finalidad, 
indicó en la sentencia C-566 de 1995, MP Eduardo Cifuentes Muftoz: "El Estado social de derecho 
se erige sobre los valores tradicionales de la libertad, la igualdad y la seguridad, pero su propósito 
principal es procurar las condiciones materiales generales para lograr su efecti\·idad Y la adecuada 
integración social. A la luz de esta finalidad, no puede reducirse el Estado social de derecho a mera 
instancia prodigadora de bienes y servicios materiales. Por esta \'Ía , el cxcesirn asist~ncialismo, corre 
el riesgo de anular la libertad y el sano y necesario desarrollo pers~nal. En ~ste senndo, l~s ~erechos 
prestacionales, la asunción de ciertos sen·icios públicos, la segundad social, el cstablecu~ucn.ro de 
minimos salariales, los apoyos en materia laboral, educarin y de salud pública, en~e ot'?5 ~nsntutos 
propios del Estado social de derech0i deben entenderse como fines sociales de la acción pubb':" qu_e. se 
ofrecen a los indh•iduos para que éstos puedan contar con una capacidad real de aurodererminacion. 
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Tuve la oportunidad de compartir esta preocupa~wn con d ma~stro Andre'. 
Ordóñez con la intención deconocersu opinión y sabio conse¡o, quien comc1d10 
en Ja necesidad de estudiar este tema en detalle y avizorar posibles soluciones 
desde lo juridico y lo académico. Ello sin duda nos anima y compromete a 
entregar este estudio a la consideración de la comunidad jurídica. A tal moti-
vación se suma la observación de una tendencia -cada vez más creciente en 
los diferentes asuntos que cursan ante la jurisdicción ordinaria y de protección 
al consumidor- de pretender la aplicación de las tesis y los argumentos de la 
Corte Constitucional en acciones de tutela a juicios donde no está de por medio 
la posible vulneración de garantias o derechos fundamentales. Es necesario, pues, 
hacer aclaraciones en esta materia e incluso dilucidar sus posibles incidencias en 
otros ramos de seguro, pese a que la propia presidencia de la Corte Constitucional 
manifieste en foros académicos que la situación anotada no debe generar mavor 
preocupación\ posición que, como pasamos a desarroHar, no compartimos.· 

Uifirulidadessocialesdcl Estado,dcsdc cl un . .. . 
su c~torno \'ital r I pmir de allí desarrollar f¡br;o de \1Sla del md1\,'1duo, ~n medios para controlar 
obstJcu!os cura ¡upcración, dado su ori en ex mcme s_u pcrsonahdad, sm tener que enfrentarse a 
Palabru de la maginrad:a Maria VictoriagCa[Jc : : amphamcnte sus fuerzas y posibilidades" . 
de Scturos, Fasccolda, Pmira, aoi 6_ marco del m G:mgreso Internacional de Derecho 

Rajad Alhrrto A riza Vesga 

J. POS ICIÓ'.': TR ADI CIO NA L SO BR E EL T RAT A~,IJ E~' TO 
D E L,\ RET ICE N CIA Y LA l l\'EXAC TI T U D 

F. l\' EL CON TR ATO D E SEGU RO 

El artículo 1058 del Código de Comercio establece un verdadero deber pre-
contractual en cabeza del tomador (y, desde luego, del asegurado como titular 
del interés que se asegura) de declarar sinceramente los hechos o circunstan-
cias que determinan lo que nuestra legislación nacional denomina "el estado 
del riesgo". Tal deber tiene como fuente - y así lo han reconocido en forma 
unánime la doctrina y la jurisprudencia nacionales- el carácter de buena fe 
objetiva cualificada que se predica del contrato de seguro en cada una de sus 
fases (precontractual, contractual e incluso poscontractual)ó. . . 

La mi.sma disposición, como es sabido, trae como consecuencia de la reti-
cencia o inexactitud en que incurra el tomador-asegurado (en potencia) sobre 
circunstancias relevantes del riesgo (esto es, aquellas que de haber sido conoci-
das por el asegurador lo hubieran retraído de su celebración o le hubiesen ~e-
terminado haberlo celebrado en condiciones más onerosas) la nuhdad relativa 
del negocio jurídico. Esta solución está prevista en la legislación colombiana 
para aquellas reticencias o inexactitudes que se hubiesen presentado prece-
didas de un cuestionario formulado por el asegurador, así como en aquellos 
casos en que tal cuestionario no se hubiese formulado al candidato a tomador 
0 asegurado, en la medida en que se hubiese dado un encubrimiento culposo 
de circunstancias relevantes para la emisión del consentimiento informado por 
parte del extremo asegurador. Nuestra legislación sanciona con menor severidad 
aquellas circunstancias en las que no haya mediado cuestionario y el candidato 
a tomador-asegurado incurra en reticencia o inexactitud de forma inculpable, 
caso en el cual se considera la reducción proporcional de la prestación a cargo 
del asegurador. 

s Se destaca que se utiliza la expresión "buena fe objetfra", entendida por la doctrina internacional"[ ... J 
como comportamiento de fidelidad, se sitúa en el mismo plano que el uso o la ley, es decir, adquiere 
función de norma dispositi\'a, de ahí su naturaleza objeti\'a que no halla basada en la voluntad de las 
partes, sino en la adecuación de esa voluntad al principio que inspira y fundamenta el \'Ínculo negocia! 
[ ... J. Y es, precisamente que la buena fe es un criterio de reciprocidad, que debe ser observado en las 
relaciones jurídicas entre suje1os del mismo grado que tiene una misma dignidad moral . Reciprocidad 
en la cual se explica la solidaridad que lega uno al otr<>i de los partícipes en una comunidad aunque 
limitada, y tanto más le lega, cuanto la comunidad sea más imensa en si misma, como sucede en las 
relaciones asociativas". DE ws Mosos, Jost Lv1s, El principio dt la b~ na fe. Sus ap/üacionts práa icas 
tn ti dtmho civil español, Barcelona, Bosh, 1()65 , pp. 45 a ,.S. 
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se lesione su concepción unicaria que, con un car.ácter más panorámico, luce univoca de cara al orde~ 
namiento jurídico. Al fin y al cabo, se anticipó, es un principio general informador- del derecho, 
amén que un estándar o pauón jurídicos, sobre todo en el campo de la hermenéutica negocia! Y de la 
responsabilidad ci\il' (cas. ci\·. , 2 de julio de aoot, cxp. 6146), La buena fe, se identifica, con el actuar 
real, honestOi probo, correcto, apreciado objetiramenre, o sea, 'con determinado estándar de usos so• 
culcs y buenas cosnunbres', no 'hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia 
de obras fraudulentas, de enga1fo, de resen'a mental, astucia o viveza, en fin de una conducta lesira 
de la_ butna costumbre que impera en la colectiridad', es 'realidad actuante y no simple intención de 
l:P1idad_y carencia de legitimidad' y se equipara 'a la conducta de quien obra con espíriru de justi-
:_}· ~wdad al proceder razonable del comerciante honesto }' cumplidor' (cas. civ. sentencias del 23 
n:~;;/e i958, ~~mu, 2~de_nuro de 1936; xu11, 46 yss., 2 de abril de 1941, LI, 172; 2,+ de 

1954, UXX\ JJJ , 129; J de 1uruode 19541 LXXX\'ll, 767 y ss.)". C.Orte Suprema de Justicia, Sala 

Rafad Alhuro Anza 1/rsga 2 1¡ 

sentido positivo, se comporten en la fase precontractual de manera leal, correcta 
y honesta, dentro de una clara dimensión dinámica del principio7

. Bajo esta 
concepción, se hacen concretos determinados deberes para las partes -desde 
Juego, no solo en cabeza del tomador o asegurado en potencia, sino también del 
asegurador-, de información, de sinceridad, de honestidad y transparencia 
al momento de celebrar el negocio jurídico. Ese deber de información en ca-
beza del tomador o asegurado (en potencia) lo hace explícito el artículo 1058 
del Código de Comercio al indicarle muy claramente que debe declararle al 
asegurador (no contestarle) las circunstancias relevantes que rodean el interés 
que pretende asegurar, que Jo hacen más susceptible a la realización del riesgo 
frente al cual se pretende amparar8. Desde luego, para estos efectos, el legis-
lador parte de una estimación lógica, que no es otra que considerar que quien 
puede sufrir el riesgo o pretende trasladarlo tiene un conocimiento más cercano 
sobre ]as vicisitudes a las cuales puede estar sometido y cuál es su condición 
al momento de presentarlo para su aseguramiento. No quiere ello decir que 
el asegurador se encuentre exento de comportarse de buena fe en tal fase del 
negocio que va a celebrar, pero, como lo han reconocido la ley, la jurispru-
dencia y la doctrina, tales deberes se ven morigerados por el carácter masivo 
del contrato de seguro (sin el cual la actividad aseguradora técnicamente sería 
inviable), así como por el carácter constitucional de actividad de interés público 
(artículo 335 de la C. P) con que fue catalogado el aseguramiento profesional, 
que exige proteger a la comunidad asegurada de los posibles efectos del ingreso 
de asegurados que no hayan declarado sinceramente su verdadera condición. 
Resulta particularmente diciente para efectos de este artículo recordar que la 
propia Corte Constitucional, al revisar la constitucionalidad del artículo 1058 
en la sentencia C-232 de 1997, reconoce tales aspectos para considerar dicha 
disposición plenamente exequible y acorde con los postulados constitucionales9. 

de Casación Ci\·il, sentencia del 15 de julio de 20081 exp. 68oo1-3103-oo6-2002~196-o1), reiterada 
por la propia Corte en la sentencia 1;¡027~1 , del 13 de febrero de 2012, MP William Namén Vargas. 
Hi:sESTROS..\ FORERO, FERSA'.\'00, Trarado dt las Obligaáonts 11. Dt /asfutn res de las oblígaáonts: El negocio 
jurldico, ,·olumen 1, Bogotá, Uni\'ersidad Externado de Colombia, 2015, pp. 6g8 a 717 . 
Así lo ense!l.a la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Ch-il, en sentencia del 4 de marzo de 
2016, expediente: SC28o3-20161 radicación n.º 05001-31~3-003-2oo8-ooo34-01, MP Femando Gi-
raldo Gutiérrez, donde se precisa: "Dicha norma consagra un deber para el tomador de manifestar, 
sin tapujos, resemts ni fingimientos, las condiciones actuales frente a la posible oéurrencia del suceso 
incierto cuya protección se busca". 
Se!l.aló la Corte Constitucional en esta sentencia: "En esre orden de ideas, el C.ódigo de Comercio, a 
pesar de no prohibirla, se abstu,'O de consagrar la inspección del riesgo como una obligación a cargo 
del asegurador, puesto que a éste no se lo puede obligar a cumplir tareas fisicamente imposibles, res-
petando el criterio de que no es propio del derecho el ir en contra de la realidad o hacer exigencias 
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por c1em ' desea a qum 1 1 

d cto que se ofrece O • • 1 . formación que res u ta re evantc pa ra 
0 pro u . sohcitar a tn 
1 amparos ycxclus1oneso _ . acorde con el riesgo que se va a asumir, os num1ento , • 
1 formación de su consc d ta resultan cada vez mas exigentes dent ro 
a d b s de con uc "d fi trc otros. Tales e ere de protección al consum1 or manciero, en . ., delasnormas . d 1 . 
de\marcodeaphcac1on d segurado (en potencia) e as propias". 1 al toma or-a pero no por ello re evan 

RTÍC UL O ¡o;8 DEL CÓDIGO DE CO~·I ERCIO 
B. EL A , RÉGIMEN ESPECIAL DE VICIOS DE 

C01'T IE NE UN t ) • ' 

1 
• UNT AD (DEL CONSENTIMIENTO FRE '.\!TE AL 

LA IOL NEGOCIOS J URÍDICOS EN GE NERAL 
PREVISTO PARA LOS i 

. d ntado por la doctrina más autorizada del orden_na~iona\ 
Este aserio ha sido eca aceptado igualmente, en el campo 1unspru-

. d derecho de seguros y ' enmatena e 1 "domai•oritariamente" que el artículo 1058dcl 
d · ¡ En efecto se ha conc Ut • • encia · '. d", · a del esquema general previsto para los negoc,os 
Código de Comercio, a 11erenc1 . . C, . 
. , . ¡ ( -o8 v ss. del Código C!\'11 y art. 900 del od1go de ¡und1cos en genera arts. 1, . d 11 . -a1 · particularidades como las que se pasan a esarro ar: Comercio), sen a notonas 

desproporcionadnen relación con los fines.{ ... ] Pan.la Corte Constitucional, es.cl~ro que el ré~mcn 
rcscisoriocspcciil para tas reticencias e inex.acrirudes rcle'l'antes., surge de bases obJetn-a_s, determinadas 
por la naturaleza de las cosu: la ineludible necesidad de con_ttatat en masa, que constnñc a .la empresa 
aseguradora, y bcorrclatil'a impos¡Dilidad fisica de inspeccionar todos y cada uno de los nesgos_c?n• 
tratados, qt1t aplica por qué el asegurador queda supedit1do a la honradez del tomador, }' por que este 
debe asumir, en todo momento, wu conducti de máxima buena fe". Así mismo, precisó la Cort(• en 
su decisión: "Por el contrario, el interis público mencionado en la disposición, concuerda más con la 
defensa d( la acthidad aseguradora ~; por consiguiente, de la comunidad de asegurados, así como con 
las sanciones a los totNdortS que no detbran sinceramente el estado del riesgo, que con la indiferencia 
t$UU.l alrededor de esos mismos temas". 

10 Al respecto, vcase la Ley 1328 de 2009, Circular Externao18 de 2016 de la Superintendencia Finan-
cien de Colombia)' en lo aplicable, Ley 1480 de 2011 (particularmente, articulo 37). 

11 stntido contnrio, algunos autores nacionales han sonenido que "El contrato de seguro fue conce-
bido por el legislador colombiano (arts. 103611 , 162 C. Co.) como un régimen contractual especial que 
5t aparu, e_n aspectos pu~tualcs, del régimen general aplicable a las obligaciones y a los contratos de 
derccho_pm-ado (en térmmos generales: el Libro Cuarto del Código Civil v el Libro Cuan~ Título 1, 

~::~ Co~::o). No obstante, ~u c:5pccificidad no determina u~a independencia absoluta 
CL\\']j() P.m.\Ot,s ~~as o~igaeiones Y los contratos", MA/\71LLA ESPl.\"OSA, FABIIICJO y 
&ltdfus Sor:io-J¡¡ridifos, S(l), ju\iJi~e!~:rror del ascgur~dor el ~ntnto de seg~ro", en Re1·iit11 
tomado dt ht tpi://rci·isw . ed l003, &gota, Universidad del Rosan~ pp. 214-1+1 , 

. urosano. u.co/mdei.php/sociojuridicos/article/,•iew/26o. 

Rafad A/hato Am.a /lesgu 

1. SE CONS ID ERA VICIO EL ERROR DE I-I EC HO DETERMI NA~TE 
NO SOLO DE LA C ELEBRA C IÓ N D EL CONTRATO , SINO TAM Bi f:N 
DE LA CELEBRACIÓN DEL CON TRATO EN OTROS TÉRi\111\"0S 11 

En efecto, a diferencia del tratamiento general dado por nuestra legislación al 
error como vicio de la 1·oluntad en la generalidad de los contratos, en materia 
aseguradora el artículo 1058 determina efectos para el caso en que el error en 
que se incurre por parte del contratante (asegurador) habría determinado cele-
brar el contrato en condiciones más onerosas (con un cobro de prima superior). 
Bajo el régimen general, tendría que tratarse exclusivamente de un error de 
tal gravedad que sin su presencia no se habría celebrado el negocio'], lo cual 
es ampliado para el esquema propio del seguro, dadas sus particularidades. 
Es importante anotar que el error, a diferencia del dolo y la fuerza, constituye 
una representación inexacta de la realidad que "se circunscribe a la esfera de 
quien lo padece, es decir, ocurre tan solo en cuanto respecta a dicho sujeto, no 
sale de su propia órbita, en tanto que aquellos otros vicios implican también 
)a consideración del desempeño del otro sujeto: en su orden, la otra parte o el 
beneficiario de la asignación patrimonial (dolo), o de alguien, que puede ser 
un extrailo (violencia)" '•. No se puede tampoco confundir con el denominado 
"error obstáculo", en el que ambas partes hubieren incurrido y determinado en 
últimas que no se pudo configurar un consentimiento válido entre ellas (que, 
por tanto, da lugar a inexistencia). 

2. SE SANCIONA EL DOLO IN CIDE N TAL (O EVE N T UAL) 

Y N O SOLO EL PRI NC IPAL 

El inciso 1.' del artículo 1515 de nuestro Código Civil, aplicable en materia 
mercantil, determina que el do!o•s vicia la voluntad (el consentimiento) cuando 
es obra de una de las partes y "además aparece claramente que sin él no hubiera 
contratado". Pues bien, en materia de seguros el artículo rn58 del Código 

12 Hit-:ESTROSA FORERO, FERM/\'00, ob. cit., p. 955. 
13 ÜSPJX.i,. FER.\"ÁSDF.l, GUILLER.\10 y otro, Ttoria general del contrato y el negocio juridico, Bogotá, Temis, 

2000, p. 187. "Dichos errores son de tal magnitud que imponen la presunción de que quien \os comete 
no habría celebrado el acto de haberlos conocido". 

14 HISESTROSA FORERO, FER.\" . .i,.1''00, ob. cit., pp. 945 y 946. 
1 S Entendido como "cualquier clase de maniobras, maquinaciones, artificios, engaños, estratagemas, 

mentiras, incluso reticencia de que se \'ale alguien para, induciéndola a error, obtener de otra persona 
la celebración de uññcgocio jurídico", H1XF.ST11.OSA, ob. cit ., p. 1023 . 
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. u·cencia O inexactitud dolosa del tomador 0 
. mite que una re d . de Comercio per 

1 
!'dad relativa del contrato e seguro, mclusn 

·1genereanu 1 . · asegurado potencia •. 'dos por el asegurador, simplemente habrían 
. 1. • ngano conoc1 . . si tales ma 1c1a O e ' . . 'd·co se hubiera celebrado en cond1c10nes más 

. d el negocio ¡un 1 . ' determina O que . cia vista en otros upos contractuales, dctcr-
E • !tima circunstan , , . ., onerosas. stª u . .d t I que no generana la resc1s1on del contrat0 rl, 

. , asundolomc1 en a . . d 1 . . . mmana apen , d d las sanciones por v1c1os e consent1m1ento a 
, 1 en tratan ose e , . As1 as cosas, d 

I 
p rtes la legislación protege en ultimas el orden 

• d Idolodeuna e as ª ' . · • ra,z e .d d C mayor razón al refenmos a una act1V1dad como la 
'breo y la moral, a · on C l' · pu 1 .

6 
d 

O 
de interés público por la arta Po 1t1ca, se pro-

dora cah ca a com . asegura ' d r y en últimas, a la comunidad de asegurados, del 
cura proteger al asegura o ' d . . . 

1 f d 
resultaría en fuente inagotable e importantes perdidas 

engaño y e rau e, que . . . , . . d · n serio riesgo el desarrollo del seguro como mst1tuc10n. 
econom1cas Y pon na e 

J · EL DOLO EN MATERIA DE SEGUROS NO SÓLO 
SE SANCIONA POR INTENCIÓN POSITIVA MALICIOSA DEL 
ASEGURANDO, SINO TAMBitN POR OMISIÓN EN LA ENTREGA 
DE JNFORMASJ_Ó.N BEi EV!l>LTE . EL DOLO POR RETICENCIA 

El artículo 1058 del Código de Comercio sanciona la reticencia o inexactitud 
relevante para la celebración del contrato de seguro o que hubiera determinado 
condiciones más onerosas en la contratación, sea que exista cuestionario o no. 
En este último caso, la calificación de la reticencia o inexactitud exige para 
quien la pretenda alegar la acreditación de la culpa del tomador o asegurado 

16 So~rc ~te punt0¡ la_doetrina nacional más autorizada ha indicado de tiempo atrás: "La inexactitud o la 
rcuc~oacn la medida en que, conforme a los criterios expuestos, sean 'relevantes' producen la nulidad 
rclatl\'a del _seguro". Generan vicio en el consentimiento del asegurador, a quien inducen en error en 
~u ~~!araaón de roluncad frente al tomador. No importa que aquél no reúna las características que 

~pi e2;n ª la_ luz d,e los_arts. 1510, 1511 Y 1512 del Código Civil. Se trata como hemos visto, de un 
reg¡mcn cspcaal, mas wgcnte que el del d h ú · ' entidad aseguradora Y, con ellos los de la ~rcc O com ~' concebido para proteger los intereses de la 
soporte la buen.a fe en su más depurada ex m;s~ comurudad ase~rada, en un conr;ª!º que tiene por 
contrtto ubmimiu fidti" . "[ ... ] Ni si uier: b.CSJón Y que, por lo m1sm~ se define unammemente como 
cl_ ~/o como vicio del conscntimicn! seria 

5
::r~ del derecho comun (C.C. art. 1515) que co~sa~ra 

v1C1a ti _consentimiento si, además de ser obra :ente para proteger al asegurador. Porque aquel _sol_o 
no h~b_ic,ra contratado". Es el dolo princi al Es~ ~a de las partes, ~aparece claramente que sm el 
es,ª J~Jao de A~cssandri )' Somarrfra, "el~u~ no dCCJr, cs_tá desprotegido frente al dolo incidtnta_l ~ue 
:: 51 a co.nclu1rlo distintas condiciones ue cnetrruna a una ~ersona ª. celebrar el acto jund1co, 

oru, 11 las maniobras arrjficir,sas no h h'q as que lohabnaconclu1do generalmente menos 
sri urr, -ff{onrraro,Bogotá,Temis 1991 u ,rrantrútido". ÜSSA Gó.\lEZ,j. EF;tN Teoría gmt ra/ 1/el 

' , pp.333y334. ' 

R11fad Alhtrro Arizu f(sg11 

(que significa un juicio sobre la diligencia y el cuidado que debió emplear en la 
entrega de la información, pero no sobre su intcncionalidad), mientras que en 
el primer caso (con cuestionario) la norma no impone tal exigencia. Incluso, en 
aquellos casos en que la reticencia o inexactitud provienen de un "error incul-
pable" del asegura,¡do se establece una sanción menos gravosa que la nulidad 
relativa, correspondiente a la r~al de la prestación a cargo 
del asegurador, pero no por ello exenta de consecuencias. Es decir, se deter-
minan consecuencias jurídicas gravosas a pesar de que no medie una intención 
de hacer incurrir en error al asegurador. Dado lo anterior, consideramos claro 
que para el legislador nacional lo que importa realmente es que se presente 
la reticencia'' o inexactitud18 independientemente de la consideración sobre la 
intencionalidad o mala fe de la conducta por parte del tomador o asegurado 
potencial. La jurisprudencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
reconoció de tiempo atrás esta conclusión para los diferentes negocios jurídi-
cos, en concordancia con el creciente desarrollo de los contratos de carácter 
masivo en el mercado, por lo que es posible hablar del "dolo por reticencia" 
para cuya acreditación no es necesario probar mala fe o intencionalidad de 
aquel que omitió la entrega de la información relevante. Basta acreditar que no 
se entregó la información y que quien incurrió en aquella tenía conocimiento 
de esta '9. Más recientemente, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha 
ratificado lo antes expuesto en punto del contrato de seguro, así: 

( ... ] 
4.2. No importan, por tanto, los motivos que haJ1an movido al adquirente para comportarse 
si11 fidelidad a la verdad, incurriendo con ello en grave deslealtad que a su vez propicia el 
desequilibrio económico en relaáón con la prestación que se pretende de la aseguradora, cuando 

17 Entendida como "Efecto de no decir sino en parte, o de dar a entender claramente, y de ordinario con 
malicia, que se oculta o calla algo que debiera o pudiera decirse". Fuente: http:/ / dle.rae.cs/?id= \\·11KFAG8. 

18 Entendida como ''1. Falta de exactitud. 2. f. Dicho o hecho inexacto o falso". Fuente: hnp:/ /die.rae. 
es/?id=LTZlÜSi. 

19 En sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, de 16 de diciembre de 1969, 
Gact1aJudicial, cxv, citada por HtXESTROS.-\1 ob. cit., pp. 1036 y 1037, ya la alta corporación indicaba: 
"En principio, la simple reticencia, es decir, el silencio, no es jurídicamente rele\'ante, y ello[ .. . ] por-
que una solución contraria conspiraría contra el sello de firmeza y seguridad que debe re\'estir toda 
relación contractual. Mas, cuando por virtud de la ley misma, o por las circunstancias especiales del 
caso adquiera particular operancia la buena fe, uno de los comratantes quedo colocado ante el deber de 
poner en conocimiento del otro hechos de trascendencia relati,·os al contrato que proyectan celebrar, 
la reticencia al respecto equh·ale a un certificado engal'loso constitutivo de dolo [ ... ] En este evento., y 
ya en relación con la carga de la prueba, quien invoque el dolo por reticencia debe demostrar el hecho 
materia del ocultamiento y que el demandado tenía conocimiento del mismo". 

JJ 
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, ·n[orn1aciones objelivasy desu.(icimte en:1dad que Ir per111 11r111 
seleha inquindo para qutdt '.1 d I ·esgo. sea cual haya sido la razon de su prnct'da . rn11 
a ista medir ti verdadero e~tauo e " 1 c;1tsecuencia de su actuar afecta la forma riú11 ild 
• tendón O ron culpa: lo c,trlo es q_ue O ,aposilnhdad de ;,n.,alidarlo desde su misma raí-
,n l uela ky1mpone1, . . -
roiuraro de seguro, ~or O \

11 
islador quiso arropar la falta ~e smccn~ad del contr arant (' 

[ ]4.3. Espalmanoque eg r b . la sanción de la nuhdad rclatnra, con lo cual. t'n 
· · · · la buena 1e, ª'º y su o~rar contr.tn~,~dad ue le es propia y para Ja cual se halla facultad~ cmwn~r,; tm 

ejercie10 de~na actt 1 ind!á,e alcanza O superaren sus e[ec!os el ord~namum~ comrín di• 
rigi~r.n par11cular lf'!r.rnto,frtrtU al que, tal como far inst~t~ado en el ct'.ado artt'.ulo i o_;8, 
los vwos del constnllm, ¿· . bstrvándost que el vwo se genera mdepemhe11tent1'llfl' 
110 puedtd intirprtU hacer ,mngops, ºduzca como consecuencia de los hechos sig11ijicath-us 
de que d siniestro finalmen~t "0 st , r.lo "[énfasis agregado]. , 
negados u oruflados por quttn tomo e seguro 

4· SE ESTABLECE UNA SA N CIÓ N MENOS. GRAVOSA 
PARA LA P,\RTE ASEG U RADA C UANDO SU RETICENCIA 

O INEXACTITUD N O ESTÁN PRECEDIDAS DE 
C UESTIO N ARIO E INC U RRE EN ERROR I N CULPABLE -Sin perjuicio de lo expuesto en el numeral anterior, la disposición ~istingue 
-para efectos de su tratamiento jurídico- aquellos casos en que sm mediar 
cuestionario propuesto por el asegurador, eI tomador-asegurado incurre en reti-
cencia o inexactitud por error inculpable (sin dolo o culpa que le sea imputable). 
En esta hipótesis, la disposición determina consecuencias diferentes y menos 
severas para la parte asegurada, respecto del régimen general aplicable a los 
negocios jurídicos21 . Es muy relevante ·esta circunstancia, pues a diferencia del 
régimen general de nulidad relativa por vicios del consentimiento de los nego-
cios jurídicos en general, la disposición exige --cuando existe cuestionario de 
por medí<>- valorar la diligencia esperada de la parte asegurada en la entrega 
de la información. 

20 C.om Suprema de Justicia Sala de Casació C • 
3103-004-2004-po179-01 , i\1p Ruth ,\larina~í l\'II, sentenci_a .del r.~ de junio de 2007, exp. 6~01 -
corporación del 4demarzode 20161 expcdiente·~¿ueda, posición '.ªtl?~da 

0
en sentencia de la mi sma 

21 

00034-01 , MP Femando Giraldo Gutiérrez. · 8o3-.2016,rad1cac1on n. 05001-3,-03-003-2008-
C.o~_lo ~ftalan_ Mantilla~-Oa\ijo, ''Por otra arte . 
~: rcgtmen san~1onatorioespecialmeme~,•erop Tod~ cten~ qu~ el artículo 1058 C. Co. consagre 
ase cho mm.os riguroso que e! régimen gcnen1i" del er O contrano, dicho ar~iculo establece un régimen 
lim:rsa~~mpone, e~ p~ncipio, /a misma sanción d;;~- E.n efecto, el régimen especial del error del 
rado (A), r, :;' d~aphcación a aquellos errores imputabJégimen ~eneraJ: la n~lidad rel~tiva;_ J 5 pero 
c. Co.), Jo cual~• establece una sanción menos ~ven1 matenalmente.al ntular del mteres ascgu-

pende de una ,-:1Joración subjecfra del~ el toma~or es inculpable (art. 1058 inc. J 
omport.am1ento de éste (B)", ob. cit., p. 228 . 

R<1fad Alberto Ariw Vrsga 

5. LAS SAi\.'CIO~ E S POR RETIC EN CIA O !!'-'EXA C TIT U D 
DEL ARTÍC U LO 1058 DEL CÓDIGO D E COM E R C IO D E JA'.'< 
DE OPERAR C U A N DO EL ASEG U RADOR HA CO N O C IDO LOS 
HECHOS SOBRE LOS Q U E VERSA N E, IG UALME N TE, C UASDO 

HA DEBIDO CONOCERLOS {DILIGENCIA PROFESIONAL) 

Resulta claro de la revisión del sistema de vicios de la voluntad (del consenti-
miento) que de manera general opera en Colombia22

, que cuandoquiera que 
la parte que dice sufrir el error o el dolo conoció de tales circunstancias, las 
sanciones previstas en el ordenamiento dejan de explicarse en razón de que, 
sencillamente, no estamos frente a la existencia de un verdadero vicio que 
afecte la eficacia del negocio jurídico. Sin embargo, la normatividad que regula 
este punto en materia de seguros sí introduce un aspecto que constituye reco-
nocimiento de la existencia de deberes en cabeza del asegurador en el marco 
de la fase precontractual que determinan -en caso de incumplimiento de su 
diligencia esperada- la inoperancia del especialísimo esquema de protección 
informativa que está establecido en su favor. En este sentido, el inciso final 
de la norma que nos ocupa establece que "Las sanciones consagradas en este 
artículo no se aplican si el asegurador, antes de celebrarse el contrato, ha cono-
cido o debido conocer los hechos o circunstancias sobre que versan los vicios de la. 
declaración, o si, ya celebrado el contrato, se allana a subsanarlos o los acepta 
expresa o tácitamente" (énfasis agregado). 

Al mismo tiempo, otra disposición, el artículo 1158, tratándose de seguros 
de vida señala: "Aunque el asegurador prescinda del examen médico, el ase-
gurado no podrá considerarse exento de las obligaciones a que se refiere el 
artículo 1058 ni de las sanciones a que su infracción dé lugar", determinando 

22 respect~ la profesora Ne~e. Villarreal resume este aspecto de la siguiente manera: "N uestra ju-
nsprudenc1a, por su parte, st bien de antai\o reconoce la anulabilidad de los contratos en los que la 
rnluntad de. ~no de los contratantes se ha ,iciado por causa de un error esencial, en cuanto ha motivado 
la contratac1on, lo ha h~cho bajo el supuesto de que la otra parte haya conocido tal moti,·ación, siempre 
que no sea un eri:or ~~liateral ~· que ~o sea inexcusable y, en todo e-aso, ' salvaguardando los principios 
~rmanenres de ¡usncia y equidad, sm desmedro de la confianza general que exige buena fe, la segu-
ndad Y firmeza en el plano donde la con~atación se sustenta y desem·uelve en beneficio público', por 
lo cons~uentemence ha hecho énfasis en la autorrcsponsabilidad de los contratantes y en el deber 
de d1hgenc1a en la ~rc\·ención de los errores que vicien el consentimiento so pena de las consecuencias 
ad,•ersas_ de! negocio ~elebrado. Lo que supone la exigencia de un juicio de excusabilidad, admitido por 
nuestra 1unsprudenc1a desde antai\o., reiterado en el presente": NE.\IE VTLU.RRE.:\L :\lARTIIA Lt.:ciA 
"El error como vicio del 'consentimiento' frente a la protección de la confianza en ia celebración dei 
contrato", en Revista de Derecho Privado, n.º 22, Bogotá, Uni\'ersidad Externado de Colombia 201 2 

tomado de http:/ /re\'istas.uextemado.edu.co/ index.php/ derpri/article/ ,•iew / 3194; 3440. ' ' 
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d P
ara esta tipología de seguro- no tiene a 

. ¡ segura or - 1· , ' con claridad que e a . 1 ue le obligue a rea izar examenes médico 
d dlgenc1a ta q . s su cargo un deber e 1 1 está de por medio, en todo caso, el debe 

•d egurado, pues . r a cada candi ato a as tdo. Si podemos predicar esto de los seguros 
. beza del asegurar , d . d . 1 informanvo en ca azón se podra ecIT e otras tipo ogías de 

. . que con mayor r . . . b de vida, esnmamos • d d el deber de d1hgenc1a en ca eza del ascgu. 
1 de danos) on e · • seguro (como os ; i"ón de cada uno de los riesgos, tal como ¡0 

d . hasta la mspecc . . . rador no pue e ir . d 
97 

de la Corte Constttuc10nal ( citada en nota 
., l tenc1a C-232 e 19 reconoc10 a sen . 

0
. . to es que en la medida en que el asegurador 

d 
· d ·g¡·na anterior). tSttn • • . e pie epa d al d'l'genciamiento de un cuestionario que mdague 

ta al aseguran o 1 1 . no sorne 
1 

. le exi¡'a una carga probatoria mayor para que la 
b e el estado de nesgo, se . · · • , . so r . . d ¡ vantes tengan efecnvas consecuencias ¡und1cas 

reticencia y la mexactttu re e 
res ecto del tomador-asegurado'l. . . . p . ., d ¡ Sal Civil de la Corte Suprema de Justicia ha vanado entre 

La pos1c1on e a ª ·, "d b'd . c. te al verdadero alcance de la expres10n e I o cono-
diferentes posturas ,ren . . . , ,, 

1 h h 
· unstancias sobre que versan los v1c10s de la declarac10n r 

cer os ec os o c1rc . . , · 
las fronteras del deber profesional de indagación de mformac10n en cabeza del 
asegurador al momento de celebrar el contrato de seguro. ~odemos smtetizar 
tales posturas de la siguiente manera, las cuales mu~stran la evidente faltad: cla-
ridad normativa y jurisprudencia! sobre esta materia en el con texto colomb1ano: 

(a) Entender que cuandoquiera que el asegurador no exija ningún tipo de 
información al aseguraf!do sobre el estado del riesgo en la fase precontrac-
tual, -o por este sin ningún reparo'4 

23 Como lo señala con toda claridad el maestro Andrés Ordóñez (q. e. p. d.), "En aparte anterior, se 
observaba de qué manera, en la legislación colombiana, la regulación del artículo 1058 del Código de 
Comcr~io castiga en cierta medida al asegurador cuando no somete un cuestionario aJ tomador del seguro 
para onentarlo cuando procede a suministrar la información correspondiente a las circunstancias que 
rodean el estado del riesgo. El castigo se traduce en un aumento significativo de la carga probatoria que 
el asegurador ue~e en cuant~ a la inexactitud o reticencia, ya que en caso de no existir cuestionario el 
asegurador ademas de la realidad ob · u· . d 1 • . . d d Je va e a mexacmud o reticencia debe demostrar culpa o error 
e con ucca del tomador al incurrir II s· ' 1 en el sentido d 

1 
. . en e ª· m embargo, nuestras disposiciones Jegislatiras son e aras 

e quee no somenm,enro del · · 1 J h h de que nO se so 
I 

cueSt1onar10 a tomador del seguro como tampoco e ec 
0 

meta a os aseguradosa e , 'd' ' 8 d 1 C. de Co.) no exoncr 
I 

xamenes me icos en el caso del seguro de vida (art. 115 e 
al asegurador sobre 1: c~r; pate as~gurada de cumplir con su carga de declarar veraz y certeramente 
diligencia Y para el conoc· ~nstanc1as que rodean el riesgo, por lo menos aquellas que con mediana 

, . 11111ento normal de 1 . , econonucaquedesarrollan,debanemender . as_personas según su grado de educación y la operae1on 
Estudios de uguros Bogotá U . . s1gmficat1vas a este respecto"· ÜRDÓ1'.1 EZ QRDÓ~F..Z A\"DR f.5 , 

24 C.or S ' ' mvers1dad Extem d d . . . . ' 
Fer~~d~"'"', de Justicia, Sala de Casación Ci:il o e Col?mbia, 2012, pp. 406 y 407, . 

., Ram,rcz Gómcz do d 'sentencia del 19 de mayo 1999 exp 4923 MP Jose 
maoon sobre 1 ' n e se sostuvo· "Ah , ' . ' . fi • e estado del riesgo porqu h ora, es posible la contratación sin ninguna in or 

' e no ubo declaración alguna, ni tampoco inspección, caso 
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(figura que existe en legislaciones foráneas como la de Chile'\ pero que fue 
sorpresivamente incorporada por la jurisprudencia en esta decisión, que hasta 
el momento es aislada); 

(b) Considerar que el hecho de que el asegurador no exija cuestionario 
no releva al asegurafldo de declarar la información, pero el asegurador debe 

. actuar activa y diligentemente en la fase precontractual, si advierte motivos 0 
indicios sobre los cuales deba indagar'6, al punto que no operan las sanciones 

en el cual debe entenderse la manifestación tácita de la aseguradora de asumir el riesgo, cualquiera 
sea la probabilidad del dai'lo que gravite sobre el interés asegurado. En otras palabras, en tal e,·ento 
no se puede predicar nulidad por reticencia, ni mucho menos por inexactitud, ni tampoco es posible 
la reducción de la prestación a cargo del asegurador. El conocimiento presuntivo del riesgo al tenor 
del inciso último del artículo 1058 del Código de Comercio, no puede entenderse total, porque como 
ya se dijo, la inspección directa del riesgo no supone el conocimiento cabal del mismo. Supone sí, el 
conocimiento de rodas aquellas circunstancias que un asegurador diligente habría percibido con las 
inspecciones, o reconocimientos hechos en el caso concreto. Así, un examen médico efectuado por el 
asegurador durante el trámite de una solicitud de seguro de vida, conlleva el conocimiento de toda 
la información que razonablemente se obtiene con ese tipo de examen, no con ocros. De ahí que el 
asegurador, libremente, determina el alcance de su conocimiento del riesgo por vía de inspección o 
percepción directa, y sólo en relación con ese alcance se aplica el conocimiento presuntivo que impide 
las sanciones por reticencia o inexactitud del tomador en la declaración de asegurabilidad, pues de 
conformidad con el artículo 1058 del C. de Comercio, las sanciones por las circunstancias mencionadas 
no proceden si la aseguradora conocía o debía conocer los hechos sobre los cuales versan los vicios de 
la declaración. 'Debido conocer' que es término utilizado por el artículo 1058, hace referencia a que el 
actuar de la aseguradora al momento de determinar el estado del riesgo, debe ser diligente, o sea que 
no es de su arbitrio exigir del tomador una cualquier prueba o declaración, descartando o guardando 
silencio sobre aspectos relevantes, y mucho menos dejando a su sola voluntad las manifestaciones o 
pruebas para la determinación del verdadero Cstado del riesgo, sino que, se repite, debe asumir un 
comportamiento condigno con su actividad, dado su profesionalismo en tal clase de contratación". 

2 5 Articulo 52 5 Ley 20.667 de Seguros de Chile: "Declaración sobre el estado del riesgo. [ ... ] (;onvenido el 
cona-ato de seguro sin que el asegurador solicite la declaración sobre el estado del riesgo, iste no podrá alegar los 
errores, reticencias o inexactitudes del contratante, como tampoco aquellos !,echos o circunstancias que no estén com-
prendidos ,n tal solicitud" (énfasis wegado). Fuente: http:/ /www.leychile.cl/Navegar?idNorma=, 05o8~. 

26 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 2 de agosto de 2001, exp. 6146, 
MP Carlos Ignacio Jaramillo donde se señaló: "Tan cierto será lo afirmado, que la declaración de 
asegurabilidad puede hacerse en Colombia -al contrario de otras nacidnes- sin ' ... sujeción a un 
cuestionario determinado' (C. de Co., art. 1058, inc. 2º), lo que demuestra que éste no se erige en 
frontera infranqueable, a la vez que insustituible. Tan sólo es un útil instrumento que, al arbitrio 
del asegurador, puede o no emplearse, sin que por ello se pueda pretextar que, en este supuesto, el 
tomador no esté igualmente obligado a ' .. , declarar sinceramente los hechos o circunstancias que 
determinan el estado del riesgo", ya que es un deber general -lato sensu-'. [ ... ] 'Yes que resulta 
razonable que si la entidad aseguradora, como un indiscutido profesional que es, en tal virtud 'debi-
damente autorizada' por la ley para asumir riesgos (C. de Co., art. 1037)1 soslaya información a su 
alcance racional, de suyo conducente a revelar pormenores alusi\'OS al estado del riesgo; o renuncia 
a efectuar valoraciones que, intrínsecamente, sin traducirse en pesado -u oneroso-- lastre, lucen 
aconsejables para los efectos de ponderar el riesgo que se pretende asegurar, una vez es enterado de 
posibles anomalías, o en fin deja de auscultar, pudiendo hacerlo, dicientes efectos que reflejan un 
específico cuadro o estado del arte (existencia de ilustrativas señales), no puede clamar, ex post, que 
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falta de diligencia del asegurador en ¡ 
. . . e,accirud anee una , 

par reacenc1a o m · . , ¡-, S· y 
.. d ¡ tado del nesgo ' - , · · · · verificacion e es . , maciva esca pnontanamente as1gna,h e 

· ue la carga m,or . . ~ • 11 
(e) Considerar q 

1 
,1 puede ser desvirtuada ante la existencia d . 

d lacua soo . . e cabeza del asegura, o, exioió cuestionario o ante un notono deseo-
. 1 ble cuando no se o· . . . un error mcu pa al sobre la re1icenc1a o inexactitud por panc 

. . d I señales de erta . . . nocmuenrn e as , . esca postura esumamos pertinente incluir la 
d '9 As1 mismo, en del asegura or- · ·, 1 1 h ho de que el asegurador formule un cuestio-

. ., gun la cua e ec mcerprecacion se . 1 allí preguntado para efectos de la expresiim 
. h resumir reie,-ante o nano ace P . . . , d por parte de estelº. De esta manera, bajo esta 

d senum1en10 ,niorma o e un con. 
1 

• eci·enremence expresada por la alta corporación 
úl . (que es a mas r ama cesis 

1 
.. r ncia de deberes profesionales para el asegurador 

judicial) se reconoce a ex1s e ' 

st decrete la nulid.2d, oomo si su acritud fuera la de ~n a.sc~r~dor acuci~so Y ~_iligence, pre.s~o a str 
inform2do, es cierto, pero igtnlmcntea informarse, d1menS10n esta tamb1e~ c~~tJada por la d1l1gencra 

rofesion:ll, rtet1m<11te entendida, sin duda de mayor es~ecn:o, tanto mas s1 El tomador no es un 
~pecu.Iim en la. récnia del seguro' y, por t2nro, 'Su obhgac16n no puede llegar hasta la extrema 

·¡ · podri scr captada pord agudo criterio del asegurador', como se resaltó en la 
:~~:::~::~; del proyecto de-Código de Comercio, criterio este materia de a,·al por pane dt 

la doctrina rompuada ( ... r. 
27 

Aspectoampliamentecririado por el maestro Ordóñez, quien al res~cto señaló: "Es ciert~ ~ue ex_isren 
circunstancias que rodean el esudo dd riesgo que 'deben ser conoadas por el asegurador s1 el mismo 
acníJ con 1, diligencia profesional que le corresponde. Pero ¿debe por ello presumir siempre qut el 
tomador aaúa de mala fe, y su diligencia profesional debe Ue,,atfo a desconfiar de todo lo que dif!J 
el tomador para constituirse en investigador profesional de todas las artes con miras a descubrir sus 
falsas dedanciones? Y aun si llegira a esrable.ccrsc una culpa del asegurador, como parecía existir en 
el caso que st juzgó, :es juridicarnente aceptable, como se ha dicho, que esa culpa tenga la ,i rcualidad 
suficientt de excusar el dolo de la otr.z pme? f ... J Creemos firmemente que es muy discutible que 
una simple culpa del asegurador pueda tener esa ,irtualidad. De vieja data se conoce el adagio latino 
aJ Mlrffl'l parudoltu ,omprnJanJll!, esto es.. el dolo de ambas partes debe compensarse, que es lo que 
st rraducten la fórmula del aróculo 1515 del C.ódigo G,il: 'El dolo no ,icia el consentimiento sino 
cuando es obra de una de las pmcs ... '. Es claro que si ambas partes actúan con dolo, ese dolo común 
st com~ pcr~ no a la ~~ma situ1ción conduce el hecho de que una parte actúe con dolo Y la ocr.1 

con cul~ · ~m OIDó~u. A.\nRts E., ob. cit. , p. 410_ 
28 En stn~do similar, Oss., Gó.\\.EZ, ob. cit., pp. 350 y 351 , destacando la diferencia entre el "deber 

conocer· y el "'poder conocer" 
29 Corte Suprema dt Justicia Sal · ·¡ • .. ,. .,_ • aan , stnrmc1adel4demarzode2016 }'acirada dondese señ3Ja: 

· o flit1K, n1011m. tr.Jilt arsr q11t ti pr ,fi · f • ' ' d 
uiie d O/Qlam"1111 ¡rrri, dt todos los m:;;;ona umo qut rtquurr la attividad auguradora, de ~11rra a. 
umonu tn , 11, 1111111/l'U, 'º"'º stf"/i.fra dt 

111 
:/ su .ª.kanu para ,onstatar rual es d ,estado dt~ r,tsgo, al 

, _m111W, " fil ,,,11/idaJ rdari.a por w i,enda:lum o ,arxo, so prna dt q~e Ja inactividad derr ~·t n1 una 
~ido a •~a/arar 1i1tctramtt1U los Js,c~os 

O 
ámm; Esr_o por cuanto, se reitera, el tomador esta compe-

intucorud se reductn si hay •aro, in,u/ ahlt1 ;anaan que lo deccr_minan >: los efectos adversos 
SCJb..les de alerta sobre inconsisc . 'P se desra.nCC(n por mad\·ert1r el asegurador las sena~ 

30 En este sentido, Corte S enaas en lo que aquel reporta., 
de . uprtm.adeJu.sticia Sal d . 2010, apedienrc 0500,-JIOJ--oo, ' a e Casación G\il, sentencia del 1 ° de septiembre 

·lOOJ-«>ioo--o, , MP Edgardo Villamil Portilla.· 
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pero morigerando su alcance, al reconocer el caráccer masivo de la accividad v la 
importancia del deber de declaración en cabeza del pocencial wmador-asegurado. 

6. LA AUSE1'CIA DE 1'ECESIDAD DE Q UE EXISTA 
VINC ULACIÓ N E:-IT RE LAS CAUSAS Q ü E DETERMl:-IARO:S 

EL SI N IESTRO Y LOS ASPECTOS SOBRE LOS Q UE VERSÓ 

LA RETICENCIA O 1:-IEXACTIT u D AL MOME:STO 

DE CELEBRAR EL CONTRATO D E SEG U RO 

Este pun!O ha sido igualmence admitido por la doccrina y la jurisprudencia 
como aspec!O característico, destacando que al tracarse de un régimen especial 
de vicios de la voluntad (del consentimienco) resulta sustancial y decerminance 
que el negocio jurídico ab initio haya surgido inválido, viciado, por lo que no 
podría posteriormente permitirse que se produzcan efec!Os jurídicos sobre 
la base de que la causa fáccica del siniescro obedezca a un motivo diference a 
aquel sobre el cual versó la recicencia o la inexac1icudJ 1

• 

Il. LA POSICIÓN EXPRESADA POR LA CORTE CO1'STITUCIO:-IAL 

EN RECIENTE JURISPRUDE N CIA Y LA RUPTURA REALIZADA 
FRENTE A LA VISIÓ N TRADICIO N AL DE LOS VICIOS DE 

LA VOLUNTAD EN MATERIA DE DERECHO DE SEGt:ROS 

Tal como lo hemos expuesto en líneas anceriores, exiscen aspeccos suscanciales 
en el entendimienco del régimen especial de vicios de la voluncad (del con-
sentimiento) en materia de seguros que han sido delineados duranle años por 
la ley, la jurisprudencia y la doctrina. Los asuntos donde se presenta la discu-
sión sobre su aplicación se desarrollan habicualmence dentro de la jurisdicción 
ordinaria, donde es posible predecir de manera razonable los criterios inter-
pretacivos que los jueces han de aplicar en los casos concrecos. Sin embargo, 
cuandoquiera que este tipo de discusiones han sido vinculadas a sicuaciones 
fácticas én las que se alegue la posible violación de derechos fundamencales 

31 Así lo ratifica la sentencia C-232 de 1997: "Esto, con prescindencia de extemporáneas consideraciones 
sobre la necesidad de que la reticencia o inexactitud tenga relación de causalidad con el siniestro que 
hara podido sobre\·enir, justamente porque lo que se pretendt es restablecer o tutelar un equilibrio 
contractual roto ab inirio, en el momento de celtbrar el contrato de seguro, y no al acaecer el siniestro. 
La relación causal que importa y que, para estos efectos, debe existir, no es, como sostienen los de-
mandantes. la que enlaza la circunstancia riesgosa omitida o alterada con la génesis del siniestro. sino 
la que ata el error o el dolo con el consentimiento del asegurador". 

)9 
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. . h llegado al escenario decisorio de h . 
conoc1m1ento a . JU -

de Jos ciudadanos, su , de acciones de tutela. . ·onal a rraves . • ¡ , risdicción consnruc1 
1 Corte Consntuc10na , en su mas rccicnr . 

· d asuntos, a d e en ese npo e . . s donde se ha presenta o una Yer<ladc .. 
. h itido dec1s1one , a jurisprudencia, a em . . dicional que del deber o carga de decla ra. 

1 tend1m1ento rra · J d h ruptura frente a en se ha tenido en e erec o colombiano 
d 1 

• 0 en seguros . 
ción del estado e nesg , sornresiva respecto de los deberes 

h !anteado una mu) - d · d así como se a P . en a su car o ue e amos e catalogar 
1 que las parres nen . , . 1 . -reconrracrua es , re a la canee c10n nac10na e internacional 
dero retroceso ,ren . , d b --- -~a redomina la ~~res de 1.ealt;¡_q 

~~-· 
, correcc1on como .. , h venido planteando en sentencias de tutela 

p que tal pos1c10n se a eseª . . . ,
1 

r en relación con el caso en concreto), la Corte 
(que, en ~nncipIO,t 0.~P ~ª"una línea de precedente judicial en sus deci-
~a sostemdo ladapl ,carco1::cci~n del principio de seguridad jurídica.12, que ha 
s10nes en aras e a P · ¡·d '. ·s se apliquen a otros casos, sm que en rea I ad se 
determinado que estas tes1 
trate de circunstancias equiparables. . . . .. 

E 
, ¡ ·c·o·n actual de la Corte Consntuc10nal sobre la aphcac10n 

n e,ecto, a pos1 1 . . , . 
del régimen de vicios de la voluntad (o del consent1m1ento) a ra1z de la reti-
cencia 

O 
la inexactitud relevante del "asegura,do" en los contratos de seguro 

de vida ~rupo deudores y salud, cuando están de por medio los. derechos 
fundamentales de determinados asegurados, ha generado pronunciamientos 

como los siguientes: . 
Mediante la sentencia T-222 de 2014fiil, que traemos a colación por su 

representatividad en la medida en que acumuló tres expedientes distintos con 

32 Al respecto se!lala la sentencia T-222 de 2014'. "El sistema de precedente ha sido Yalorado por la 
C.Ortecomo un método de interpretación que no solo ayuda a unificar su jurisprudencia, sino también 
incentira la seguridad juridica r materializa el derecho a la igualdad. En ese orden, por ejemplor 
pc~mite a los jueces conocer con exactitud cuáles son las reglas aplicables a un caso y cómo este :\lw 
Tnbunal ha entendido la ,,uJneración, o no, de un derecho fundamental en ese evento en específico. 
Así _mismo, garantiza que las personas sean tratadas de igual manera siempre que los supueSIOS 
íkncos_ de s~s casos coincidan en lo esencial. Pues bien, este mérod~ consiste en identificar las 
~e~nctas mas rebantes sobre un asunto, y extraer de ellas las principales razones que ha renido 
ª t~ ª la hora de fallar situaciones similares. Ello para fijar una regla concreta aplicable al caso 

:tu 13 0 · N_aturali:rienre, todas las ,·cces los casos no serán exactamente iguales y por tal motiro se 
ace necesaria una mtcrpretac'ó d' . I cargaargumentatir:1 I ti . 1 n ª icwna por parte del juez, quien deberá a su vez desplegar unJ 

su arbitrio podría to;su dc1e~~emente fuerte en su decisión. Si fuera de otra forma , cada juez, según 
fuera de Jo' que la C.Ort:~ ecis.mn~s por fuera del marco constitucional vigente. Y mucho más, por 

JJ Corte e.o . . nst1tuc1onal ha establecido" 
. nst1tuc1onal, expedientes T- J 8 . . . Exmenpronunciamient . 4 433 2, T-4148791, T~4143384 MP Luis Ernesto Vargas Srha. 

os anteriores como laT-832 de 2010 (referida a ia exclusión de ''preexisrenciJs") 

Rafad Alberto An::.a Vtsg1J 

diferentes aseguradoras y fue la primera decisión conocida de tal relevancial4 
y que ha sido reiterada en pronunciamientos posteriores, la Corte Constitu-
cional compila una nueva visión sobre los requisitos para tener corno relevarw: 
la reticencia y la inexactitud en el derecho de seguros colombiano e introduce 
nuevos deberes para el asegurador en la fase precontractual. 

En efecto, en este pronunciamiento la Corte plantea los siguientes aspectos 
que pasarnos a sintetizar y revisar, así: 

1. En palabras de la propia Corte, "[La reticencia] implica una valoración 
subjetiva, mientras que la preexistencia es un hecho objetivo. No basta probar 
preexistencia, la aseguradora debe demostrar la mala fe". La alta corporación 
desarrolla este aspecto de la siguiente manera: 

En este orden de ideas, si el artículo 1058 del Código de Comercio obliga al asegurado 
a declarar "sinceramente", es claro que la preexistencia, no siempre, será sinónimo 
de reticencia. En efecto, como se mencionó, la reticencia implica mala fe en la conducta 
del tomador del seguro. Eso es lo que se castiga. No simplemente un hecho previo cele-
bración del contrato. Por su parte, la preexistencia es un hecho objetivo. Se conoce con 
exactitud y certeza que "antes" de la celebración del contrato ocurrió un hecho, pero de allí 
110 se sigue que haya sido de mala fe. la preexistencia siempre será previa , la reticencia no. 

En criterio de esta Sala, ~reexistencia puede.ser eventualmente una manera de retice:n-
cia. Por ejemplo, si una persona conoce un hecho anterior a la celebración del contrato 
j";abiendo ésto no informa al asegurador dicha condición por evitar que su contrato se 
haga más oneroso o sencillamente la otra parte decida no celebrar el contrato, en este 
preciso evento la preexistencia sí será un caso de reticencia. Lo mismo no sucede cuando 
una persona no conozca completamente la información que abstendría a la aseguradora 
a celebrar el contrato, o hacerlo más oneroso. Por ejemplo, enunciativamente, casos 
en los que existan enfermedades silenciosas y/ o progresivas. En aquellos eventos, el 
actuar del asegurado no sería de mala fe. Sencillamente no tenía posibilidad de conocer 
completamente la información y con ello, no es posible que se deje sin la posibilidad 
de recibir el pago de la póliza. Esta situación sería imponerle una ~o 

indiscutiblemente no puede cumplir. Es desproporcionado exigirle al ciudadano 
informar un hecho que no conoce ni tiene la posibilidad de conocerlo. Mucho menos, 
para el caso del seguro de vida grupo de deudores, suministrar con preciso detalle su 
grado de discapacidad. 

y la T-751 de 2012. (sí aborda el tema de reticencia), pero que no hacen explícitos los aspectos que se 

narran en la T-222 de 2014. 
34 Ha sido reiterada la posición allí consignada en sentencias T-830 de ,014, T-393 de 201;, T--0,4 de 

2016 y T-282 de 2016, enrre otras. 
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() ueporesos · , , se 
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. 1 C t Constitucional introduce un elemento que con-
"'! oseaprec1a a ore . . • ,a com ' uevo en la dinámica mterpretat1va de la sanción a 
sideramos absolutamente n d 1 . . 'tud relevante en el contrato e seguro: a exigencia 
1 · ncia O la mexactI ::--r---, _3 rence . d d trar la mala fe de ador-ase urado en caoeza e.fer 
mdiscnmmada e emos · ¡ . h • •, estimamos es completamente a¡ena a a configuracion asegurador Die a 1·1swn, , . 
--;---:-- · . ¡ artículo 1 o58 del Código de Comercio y deja de lado legislaova prevista en e . . . 

1 d 11 • 'dico efectuado en los campos nac10nal e mternac1onal todo e esarro o ¡un . ,, 
d I denominado "dolo por reticencia , tal como lo hemos puesto de 

respecto e , d' · ., ¡ d ¡ · 1 umeral 3 anterior as1 como la 1stmcwn conceptua e prm-·presente en e n ' . . . 36 cipio de buena fe con el fraude o la 1hc1tud • . 
Se parte de un tratamiento, que no dudamos en calificar de confuso, sobre 

dos temas que resultan diferentes en materia de seguros, cual es, por un lado, 
el establecimiento de una exclusión a la cobertura de enfermedades preexis-
tentes ldentro de un contrato eficaz) y, por otro, ~en 
la declaración del estado del riesgo para efectos de la cek!rr.~Jon.delcontraro 
como tal (que se traduce en que el negocIO nace viciaclo). 

35 Esto mismo se reafirmó en sentencia T-282 del 1.º de junio de 2016, MP Gloria Stella Ortiz, donde la 
Corte Constitucional indicó: "Por consiguiente, las aseguradoras sólo podrán eximirse de la responsa-
bilidad de rcaliur el pago de la indemnización por razón de Ja presunta configuración del fenómeno de 
la 'reticencia', ~uand~ se encuentre debidamente probada la mala fe del tomador, es decir, la \'Oluntad 
de oc~ltar la e:t'.Srenaa de una condición médica al momento de adquirir el seguro. Es por esta razón 
que dichas entidades tienen la carga de redactar de forma taxatil-a las exclusiones contractuales 
realizar los exámenes de ingreso pre\'iamente a la suscripción del contrato". 

36 Al. r~~o, los Mosos senala: "Si utiliumos un concep{o muy amplio de dolo o culpa, haremos 
oo,hnod1dr, ~n el a la mala fe, pero técnicamente háblando, en pura dogmática, esta acepción debe ser 
rec m a, 1rcme al dolo como ele · -fi 1 como negf . . mento l:lpi cador de la conducta delictiva civil o penal, o la cu Pª 
culpa sim~~::i;putablc, existe ~a mala fe, que puede darse, perfectame;te, sin que medie dolo o 
que a~uella es un~ por no concurrir la creencia o confianza adecuada para que exista la buena fe, ~'J 

no ra el dolo, sino 1:tº ~ur~cnte negatiro. f ... J en térJrunos generales como afirma Carnelutti, 
bue.na fe consiste en un ~n ª cu P~, exclure la aplicación de la buena o m~la fe. ( ... ]Además, si la 
ejercicio de los derechos :~re.amiento co~r~to conforme al Derecho, en una actuación, que, en el 
se:,¡ como dolo, culpa O fr~ude e moSrrd~r~ (IVilttr, es lógico que toda manifestación de Jo ilícito, bien 
ob . ,en sus istmtos 1 . . . L ,· 

.at,pp. 64--66. En el mismo se •do G P anos,impida la buena fe" Dr. LOS Mosos,Josr. L ~. 

yfiloJofia drl tk,aho, tomo u, .\f=ellÍn .\iou~A, D11ixA, Rtsponsab,jidad civil, dered10 de seguros 
, ike, 2011 , p.1127. 
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Tal confusión no es menor y resulta determinante de la equivocación con-
ceptual en la que estimamos incurre la Corte, pues el combinarlas analítica-
mente implica que el reproche, que puede llegar a ser justificado, respecto de la 
ambigüedad o el abuso de una cláusula de exclusión demasiado abierta o carente de 
especificidad (que se sanciona con la ineficacia de pleno derecho de la estipula-
ción conservando en lo demás la validez del contrato), traiga consigo, al llevarlo 
a un escenario diferenle, la fase precontractual (donde aún no se han acordado 
exclusiones, no hay contrato aún) dejar sin protección jurídica al asegurador en 
el desarrollo de una actividad masiva, en la que es el tomador-asegurado quien 
conoce con mayor detalle y profundidad el interés que desea proteger frente al 
acaecimiento de un riesgo que se cierne sobre él. 

No se explica, así mismo, cuál es el criterio o razón constitucional que, 
en estas decisiones, permita desconocer lo que la misma corporación judicial 
sostuvo al estudiar la constitucionalidad de la disposición (que no ha sufrido 
variación alguna)l7 y que en cuanto a su ratio decidendi tiene efectos vinculan-
tesl8. En efecto, la propia Corte Constitucional señaló inequívocamente que 
la estructura del artículo 1058 del Código de Comercio resulta plenamente 
acorde con nuestra Carta Política, con absoluta contradicción del nuevo plan-
teamiento, como se constata al leer el siguiente aparte: 

Por último, la Corte considera que el sistema sancionatorio basado en los artículos I058 
(nulidades relativas y reducción proporcional de la prestación asegurada) y 1059 (pérdida 
de las primas a título de pena) del Código de Comercio, es reflejo de una política legislativa 

37 Se destaca que, conforme lo ha señalado la propia Cone Constitucional, entre otras, en la sentencia C-634 
de 2011, i\lP Luis Ernesto Vargas Sil\':1, el precedente constitucional contenido en la ratio drcidrndi de 
sentencias de constitucionalidad, tiene efectos erga omnts y no puede ser desconocido, vale decir, ni 
siquiera por la propia Corte Constitucional. La Cone a11í señaJa: "El rstándar aplicqbJc tuanda V twa 
dd acatamirnto de las drcisiones pref!rida or a te onstirucional, multa más es1n·c10. En efecto, el 
íirt'ículo 243 C. P. confiere a las sentencias que adopta este Tribuna1 en ejemc10 e control de consti-
tucionalidad efectos erga omnes, hacen tránsito a cosa juzgada constituciona1 e implican la prohibición 
para todas las autoridades de reproducir el contenido materia1 del acto jurídico declarado inexequible 
por razones de fondo, mientras subsistan las normas superiores que sir..-ieron de parámetro para el 
control. En otras palabras, los argumro/os que confom1an la razón de la decisión de los fallos de co11trol dr 
conslitucionalidad son furntt formal dt derecho, con <arácttr vinculantt ordenado por la misma Conslitución" 
[énfasis agregado J. 

38 No podemos desconocer que para un secwr de la doctrina, el aparte de la sentencia C-232 de 1997 
base de nuestro argumento podría no corresponder en sentido estricto a "ratio decidendi", pues no 
es argumento central de la resolutiva de la decisión (es decir, que la decisión habría podido darse sin 
tal raciocinio). Sin embargo, encontramos que el argumenw de la Corte según el cual el artículo 1058 
del Código de Comercio corresponde al desarrollo de una "política legislativa equilibrada" acorde 
con la Constitución, corresponde a un argumento central y determinante de su decisión. 
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la disposición. Al mediar un cuestionario propuesto por el asegurador, que 
indaga sobre diferente información relativa al estado del riesgo, la jurisdicción 
ordinaria y la doctrina han interpretado, de manera mayoritariamente pacífica, 
que basta con que el asegurador demuestre ( r) el hecho sobre el cual versó la 
reticencia o la inexactitud y (2) la formulación del cuestionario donde consta 
la omisión o inexactitud informativa. La línea jurisprudencia! de la Corte que 
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silencio determinante, al igual que las hipótesis de la reticencia o inexactitud 
involuntaria o "inculpable" en el que el legislador propende a un restableci-
miento del equilibrio patrimonial de las cargas del contrato. 

Por esta vía, en consecuencia, encontramos que la Corte cercena y limita la 
norma legal, sumado a que se aleja de la concepción aceptada de esta figura de 
tiempo atrás, no sólo en el ámbito nacional sino en el internacional4°, lo cual 
genera inseguridad jurídica (tanto para aseguradores como asegurados que, 
según la jurisdicción a la que acudan, tendrán un resultado u otro). Así mismo, 
en términos prácticos, constituye una medida que facilita el fraude en seguros 
(pues el tomador-asegurado que incurra en reticencia o inexactitud delictuosa 
tendrá a su favor una "~nción de huena fe" que tendrá que desvirtuar el 
asegurador con todas las dificultades reales que ello conlleva). Esto último re-
sulta'de la mayor complejidad, pues finalmente se coloca en riesgo una activi-
dad de interés público que, en tal virtud, ha sido beneficiada de disposiciones 
legislativas orientadas a garantizar su continuidad en el tiempo41 . 

2. La exigencia para el asegurador de realización de exámenes médicos en el 
seguro de vida (deudores). Como si lo anterior fuese poco, pasa la Corte Cons-
titucional a sostener en la sentencia T-222 de 2014 (reiterado en los demás 
pronunciamientos que conforman esta línea jurisprudencia!): 

[ .. . ]Lo anterior significa que la reticencia solo existirá siempre que la aseguradora en su 
deber de diligencia, no pueda conocer los hechos debatidos. Si fuera de otra manera podría, 
en la práctica, 'firmar el contrato de seguro y solo cuando el tomador o beneficiario presen-
ten la reclamación, alegar la reticencia. En criterio de esta Sala, no es posible permitir 
esta interpretación pues sería aceptar prácticas, ahora sí, de mala fe [ énfasis agregado]. 

40 Al respecto se pueden consultar autores como Raymond Célice, quien claramente desliga la sanción 
por reticencia o inexactitud en el seguro de cualquier consideración sobre la buena o mala fe : "Para 
que el error pueda tener alguna consecuencia jurídica, es preciso que haya recaído sobre una cualidad 
esencial, que haya modificado la opinión que el asegurador tenía acerca del riesgo de que se hacía cargo. 
Y con este fundamento, no hay para [qué] tener en cuenta la buena o mala fe del asegurado, ni hay que 
establecer diferencia con la reticencia involuntaria, y basta que el asegurador haya i11currido en error para 
que el contrato sea nulo" (énfasis agregado), Ct u cE, RAn m:-;o, El error en los contratos, Buenos Aires, 
Ara, 2016, p. 218. 

41 Como lo señaló tiempo atrás el profesor Ossa, "El seguro es un contrato peculiar. El asegurador no 
puede asumir los riesgos, sin conocer antes su extensión, vale decir el grado de peligrosidad que ellos 
encierran. Y la fuente natural de ese conocimiento no es otra, no puede serlo (si se considera que la 
gradación del riesgo responde a un complejo de circunstancias de orden objetivo y subjetivo), que 
el tomador mismo, !.S,Uien ordinariamente hay que suponer en contacto directo con la relación aSf-'. 
gurable. [...] Teóricamente, el seguro bien puede agotar en la 'estricta buena fe del tomador la génesis 
de su operación jurídico-comen;ial'". OssA Gó:\-tEz, ob. cit., p. 325. 
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D a SI. biºen refiriéndose al seguro de vida del caso concreto pero 
e esta maner , • 

con consecuencias insospechadas para otro tipo de segu_r~s, la Co:te ~onstitu-
cional sostiene que es un deber mínimo del asegurador exigir la reahzac1ón de un 

,,,_ examen médico al tomador-asegurado potencial para definir si celebra o no el 
contrato de seguro o si lo realiza en condiciones más onerosas. Nuevamente con 
esta conclusión, la Corte se aparta de su propio pronunciamiento del año 1997 
donde declaró la exequibilidad de la disposición, en el que sostuvo la razona-
bilidad de las disposiciones que morigeran el deber de inspección por parte del 
asegurador, atendiendo el carácter masivo de la operación. Resulta igualmente 
sorpresivo el hecho de que para efectuar tal aseveración no se haya revisado 
el contenido del artículo u58 del Código de Comercio, que, explícitamente, 
determina que aun si el asegurador no realiza tal tipo de exámenes, el asegurado 
no se encuentra exento de cumplir con sus deberes de lealtad y transparencia 
en la contratación. No encontramos en Ja decisión ningún aparte en el que la 
Corte hiciera mención de una hipotética "excepción de inconstitucionalidad" 
frent_~ al conte~ido del citado artículo, por lo que no resulta explicable por qué 
om1t10 su consideración y aplicación. 

La posición de la Corte en este punto trae nuevamente Ja discusión jurídica 
muy pertmente sobre si el dolo del asegurado puede llegar a resultar exculpado 
ante una falla en el cumplí · d ¡ 1 miento e os deberes a cargo del asegurador en a 
ase precontractual Podemo · lºfi . · s e¡emp 1 1car tal discusión de la siguiente manera: 
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caso podría argumentarse la improcedencia de alegar la reticencia v sus efectos 
sobre_ la base de que el asegurador no le realizó exámenes médicos aÍ asegurado' 
Consideramos _claro, en aplicación del artículo r 51 5 del Código Civil, que la 
respuesta a tal mterrogante no puede ser positiva, pese a lo cual a la luz de la 
l(nea jurisprudencia! de la Corte que venimos exponiendo, se te~dría que con-
siderar que el dolo del asegurado no sería objeto de consecuencias jurídicas. Es 
importante recordar que ni siquiera en las posiciones más exigentes respecto del 
deber profesional del asegurador la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
ha admitido tal conclusión4'. 

Estimarnos que, nuevamente, para la conclusión a la que llega la Corte cumple 
un papel fundamental la confusión conceptual entre la existencia de una exclusión 
genérica de las preexistencias en un contrato de seguro y la declaración del estado 
del ríesgo para celebrar un contrato de seguro. En efecto, la Corte ha pretendido, 
en múltiples pronunciamientos, vedar en los contratos de medicina prepagada 

en los se uros de salud43 la existencia de exclusiones genéricas de enferme-
dades preexistentes. Para ello, ha ex1gi o entro e tales tipos contractua es 
que la empresa de medicina prepagada o el asegurador definan e identifiquen 
previamente las preexistencias que serán objeto de exclusión, lo que supone reahzar 
eiárnenes médicos de ingreso. Este aspecto ha sido traslapado en forma equi-
vocada al escenario del seguro de vida, sin ningún rigor, y aplicado al escenario 
de la declaración del estado del riesgo, donde están también presentes, así se 
haya olvidado en ]as decisiones, deberes informativos y de lealtad del tomador-
asegurado cuyo incumplimiento resulta trascendente44. 

42 En sentencia del 26de abril de 2007,exp. 11001-31-03-022-1997--04528-01, .\lP .Manuel IsidroArdila, 
la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia sei\aló: "Ya recapitulando, bueno es reiterar que la esencia 
de todo está en la declaración de asegurabilidad, por cuya \'irtud se hace el asegurador a la información 
atinente a las circunstancias que afectan el estado del riesgo; la asunción del mismo y el cálculo de la 
prima se aporan en la que allí brinde el tomador, quien [sea ésta dirigida o espontánea] tiene en sus 
hombros una carga de responsabilidad y sol\·encia que le impone comunicar al asegurador de manera 
fidedigna, veraz y oportuna de aquellas circunstancias, porque de no ser así nulidad relari\'a del contrato 
deviene como sanción del negocio; tal carga de lealtad hace ecuación con el deber de información que 
a la par gravita también en el asegurador, el que, entonces, dado su profesionalismo en el seguro está 
llamado a orientar al tomador en esa fase de conformación, de suerte que por cuenta de ello considera 
la ley que adquiere un conocimiento presuntivo del riesgo, sin que, desde luego, tJIO signifique qut por 
ese conduelo ha de emendtrse enttrado de aspee/os qut desbordat1 los confines de esas indagaciones, sohrt 101 

cuales, es natural, no hay lugar a suponer ese conocimimto" (énfasis agregado). 
43 Véase, por ejemplo, la sentencia T-152 de 2006, MP Rodrigo Escobar Gil. 
44 Esta posición ha sido reiterada por la Corte Constitucional en sentencia T-251 de 2017, MP Iván Hum-

berro Escrucería, pero brindando alurnalivamenlt la posibilidad de exigir tal información mediante 
cuestionario. En efecto, la citada decisión sei'Jaló: "En este sentido, el actuar de la aseguradora desconoce 
los derechos fundamentales de la sei\ora xxxxxx al negarle el pago de la póliza, con el único argumento 
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En efecto, la referida decisión señala en lo pertinente: 
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de que "para la fecha de los desembolsos de los créditos, ya le había sido diagnosticada la demencia en 
1~ enfermedad de alzheimer [ ... J circunstancia que no cubre el seguro al ser un hecho cierro", afir ma-
oón que carece de nlidez ya que, en primer lugar, xxxxxx debió ser diligente a la hora de \·erific:1r d 
es.ta~o de _sal_ud de la accionante, más si tenía la autorización de la demandante de verificar su historia 
clínica, asimismo debió practicarle un examen médico para conocer el verdadero estado de salud de la 
~~o; 0 cuanJo_menos debió haber indagado de forma precisa si tenía alguna enfermedad con el fi n de 
ª ¡u icarl este tipo de pól~. Tal Y como lo ha precisado la jurisprudencia de este Tribunal en direr5o5 

casos, ª asegundora es quien debe · 1 cuales han · "d 
I 

asumir ª carga de los defectos, omisiones o imprecisiones en !os 
liza se adÍi.ie~:ci:~o e clausulado del negocio jurídico, en la medida en que el tomador de la pó-
traslad.ársele estas ir~~~;r~ ª los términos_y condiciones aHí establecidas, por lo que mal podrían 
roniar el contrato ame e/ ; .n ª;~-AJ no refcnrse a la obligación relacionada con la imposibilidad de 
mida por qWen no puso i:gn de 10. enfermedad dt Alzheimer, tal imprecisión no puede ser asu-
dominanre de la relación,.,,, con mones smo que simplemente las cumplió y baJ·o esa lógica la parte 
d 1 . " . ....,nrracrualnopued d · . . . ' •· e ª póhza (enfas is agregado). eª ucir su propia me una para sustentar la no afecracion 

Rafad A/berro AriZA Vrsg,1 

en las pruebas ~portadas en el expedieme. De esta manera, la aseguradora es la parte con-
tractual que tiene la carga de probar dicho elemento objcti rn para efectos de exonerarse 
de su responsabilidad en el pago de la indemnización. 

El hecho de que la carga de la prueba de la relación de causalidad entre la preexistencia 
alegada y la ocurrencia del siniestro recaiga en la aseguradora previene que los usuarios 
reciban objeciones por razón de preexistencias que en nada inciden con la ocurrencia 
del siniestro. Esta medida tiene como propósito evitar gue las aseguradoras adopten 
yna posición ventajosa y potencialmente atentatoria de los derechos fundamentales 
de los tomadores, los cuales se encuentran en una especial situación de indefensión en 
vi rtud de la suscripción de contratos de adhesión. 

23. Ahora bien: la Sala resalta que, tal y como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, la aseguradora que alega reticencia, además de probar este elemento 
objetivo: a saber, el nexo de causalidad entre la preexistencia alegada y la ocurrencia 
del siniestro, tiene la obligación de probar el elemento subjetivo, esto es, la mala fe del 
tomador. E~cueocia, la aseguradora tiene una doble carga: [ t] por un lado, pro 
bar que existe una relación inescindible entre la condición médica preexistente y el 
siniestro acaecido v 2 or otro, demostrar que el tomador actuó de mala ti v ue 
voluntariamente omitió la comunicación e dicha condición [ énfasis agregado]. 

En nuestra opinión, esta posición de la Corte corresponde a un desconocimiento 
total del artículo 1058 del Código de Comercio, particularmente, de que se trata 
de un régimen de vicios de la voluntad ( del consentimiento), por lo que la corre-
lación o nexo de causalidad entre la causa del siniestro y el aspecto sobre el cual 
versó la reticencia y la inexactitud es absolutamente irrelevante. En realidad, la 
decisión de la Corte, si bien alega estar fundada en la filosofia de protección a 
los derechos fundamentales de los tomadores, más parece la aplicación o intro-
ducción de un derecho diferente, de otro país, a nuestro contexto. No existe una 
ratio decidendi clara en la decisión, que permita conocer con profundidad cuáles 
son los sustentos o fundamentos constitucionales sobre los que se soporta esta 
novedosa exigencia impuesta por la Corte, más allá de buscar de alguna manera 
que el asegurador deba reconocer, en el caso concreto, la indemnización a favor 
del tutelante, dejando sin piso su argumento de objeción, y se adentra en terrenos 
contractuales que no son propios de este escenario constitucional. 

No podemos desconocer que otros países cuentan con esta exigencia para 
que la reticencia o la inexactitud puedan dar lugar a la nulidad relativa o res-
cisión del seguro y, en consecuencia, pueda el asegurador alegarJa4;_ Tampoco 

45 Tal es el caso de la legislación peruana, en donde el artículo 15 de la Ley de Contrato de Seguro n.º 
29946 establece exprtsammu: "Artículo 15. Subsistencia del contrato. En los casos de reticencia y/o 
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s desconocer que o . . exactitud en la ec arac10n el estado., 1 po em ·cenc1a o in . ue 
el tratamiento de la retl bles46_ Pero no consideramos constitucio 1 para I ser desea . 1 1 ") . na ·esgo que pueden I egar a m1·na el "impeno de a ey que, sm conta n , e p ue deter . r 

(artículo 230 de 1~ . .' ~n en el derecho d~ s~g~ros interno, pue~a procc-
con tal tipo de d1spos1c1 

1 nci·a de princ1p10s de rango const1tucion,/ d Ja preva e . . " . derse bajo el pretexto e pJazar al Jeg1s!ador e incorporar a tral' . ' uestos a reem . . 'd. . es no suficientemente exp ' •si'tos al ordenamiento JUfl 1co mtern0;; . . . 1 1 tipo de requ1 . . . . del aparato ¡ud1c1a ta I Corte Const1tuc10nal no realiza ningún 
. ·gualmente que a 1 . . . , Esnmamos, 1 , 'd 'nterés pú'2fu:_o de a inst1tuc10n, en el sentido 

, . . delcaracter ei~ __ ·¡·d anahs1s respecto . d e urada que confia en la estab1 1 ad económica 
de que existe una comumda as g . 

.. . cede la nulidad, revisión o resolución del contrar?, cuando:[ ... ] b) Las 
dcclarac1on. mo:a~t~ no pro d forma inexacta cesaron antes de ocurr~r el s1mestro o cuando 
circunstancias omindas_o declara as edn I sano iníluyó en la producción del siniestro ni en la medida 
1 . . declarac,on mexacta no o o . 1 h ·¡ a rencenca O ., ., d b'da" Se destaca que legislaciones como a e I ena o mexicana 
d ¡ · demnizacion o prestaeion e 1 • 1 ' e ª m . h tado por incorporar ral exigencia pues como o señala el maestro 
1 ·gua! que la colombiana, no an op 1 1 1 ~dóñez- "En estos dos últimos casos, al igual que lo que ocurre actua mente con a ey colombiana, 

se oonse;, la pcrspecti» tradicional de considerar que, como en este caso se encuentra mvolucrada la 
consideración a un e\'entual vicio en la manifestación de la voluntad del asegurador, sea ~or error o por 
dolo la nulidad del contrato procede en cualquier caso por tratarse de un defecto coetaneo a la cele-
braCÍón del acuerdo y no en consideración a la manera como se producen sus desarrollo~ pos:eriores", 
ÜRIJÓ\U ÜRIJÓS'EZ, A,,nRts E. , "Las nuevas tendencias del derecho de seguros en las leg,slac,ones más 
recientes de los países latinoamericanos 11

, en Ret:ista lhero-Lationamericana de Seguros, Unirersidad 
Javeriana-AJm, Bogotá, 40(23): 13--00, enero-junio de 2014, p. 28. 

46 Al respecto, puede consultarse: AR!ZA VESGA, R<E<EL y CALVO, EWY, "¿Debe Colombia replantear 
el tratamiento legal a la reticencia e inexactitud en la declaración del riesgo en materia de seguros' 
Panorama comparado de este problema frente a las legislaciones española, francesa, y suiza", en Ret:ista 
e-mercatonO, volumen 16, n.º 1 (enero-junio, 2017), Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2017, donde desarrollamos las diferencias y posibles ventajas del tratamiento dado a la reticencia en 
las legislaciones espaftola, francesa y suiza, que pudieran servir de referente para nuestro derecho. 

47 La Corte Constitucional ha reconocido el grado de vinculación del precedente jurisprudencia! emi-
tido "por las airas cortes", por lo que no resulta entendible cómo si la Sala Civil de la Corte Suprema 
d.e Jusricia ha reiterado en diferentes decisiones que el requisito de vinculación entre la causa del 
sm,estro Y la Circunstancia objeto de reticencia o inexactitud en la declaración del estado del riesgo 
no es_ necesana,_ ~Ueda la Corte Constitucional sin mayor análisis específico sobre el punto Y sin 
refenr tales dec1s1ones apartars d tal d ' e e prece ente. La propia Corte exige en la sentencia C-634 de 
201 J para poderse apartar de taJ tipo d ed estrictos requis 't e prec ente que "esa opción argumentativa está sometida a 

' os, entre otros ['] hacer explícitas 1 . , dencia en vigor sobre la . b' as razones por las cuales se aparte de la ¡unspru-
matena o Jeto de escruti · · d' · 1 1 interpretación alternativa q fi mo JU 1c,a ; Y [ 2] demostrar suficientemente que a 

ue se o rece desarrolla de · 1 constitucionales. Esta o=·ó me¡or manera los derechos principios y va ores 
,., n, aceptada por la ¡·u . d , ' d reconocer que el sistema 1·u 'd' 

1 
. nspru enc,a de este Tribunal está sustenta a en 

. n 1cocoomb1ano d . • ' • 1 matiza, aunque no elimina el e, , . respon e a una trad1c16n de derecho !eg1slado, la cua 
propio d I d ' ractefl'mculante del d d 1 s e erccho consuetudin · d prece eme, lo que no sucede con otros mo e os 
u are dais ·" ano, onde el preced · • • · · d 1 " . ente es oblig,ror10, basado en el pnnc1p!O e 

Rafad Albrrro An·z.a Vesga 

de la actividad, la cual depende--en gran medida- de una selección adecuada 
e informada de los riesgos por parte del asegurador, junto con la existencia de 

reglas que ~?t~~• en ~as, el_ orden ~iíbli~o. ~n ~fecto, estimamos 
que IaCorte Coñstituc10nal ut1hza el caracter de mteres publico de la actividad 
para habilitar la procedibilidad de las acciones de amparo constitucional, pero 
no en su contrapartida técnica-económica para vislumbrar que sus decisiones 
tienen un efecto financiero en toda la comunidad asegurada. Tampoco conside-
ra el carácter masiv 'daa, ni el efecto perjudicial 
que tal tipo de requisito implica al generar un notorio aliciente al fraude, pues 
un tomador-asegurado podrá guardar silencio u ocultar su verdadero estado 
del riesgo y esperar que, finalmente, el evento no se produzca por la circuns-
tancia ocultada o informada de manera inexacta. El seguro puede convertirse 
-paradójicamente- en una apuesta del asegurado en que su verdadero estado 
del riesgo no sea advertido por el asegurador, lo cual no aparece analizado en 
modo alguno en la decisión de la Corte. 

Por esta vía, el régimen especial de vicios de la voluntad en materia de segu-
ros que reconoció la Corte Constitucional en la sentencia C-232 de 1997 como 
creado con la particular misión de proteger al asegurador y a la comunidad 
asegurada es apreciado por la Corte en las decisiones de tutela como un esquema 
menos protector o garantista que el de la generalidad de los contratos, donde 
--como hemos demostrado en este artículo-- probado el dolo determinante 
que vició la voluntad, siempre que sea obra de una de las partes, no es necesario 
entrar a considerar factores adicionales. Para el caso del seguro, con la doctrina 
constitucional expuesta, resultará irrelevante. 

CONCLUSIONES 

Hemos procurado mostrar a través de este artículo la notoria discrepancia del 
actual criterio de la Corte Constitucional con la visión tradicional del régimen 
de reticencias e inexactitudes sobre el estado del riesgo en materia de seguros. 
·Fruto de tal ejercicio,.podemos concluir que resulta clara la distorsión que ha 
introducido la jurisprudencia constitucional a este régimen, sobre la idea de 
brindar protección a sujetos que se encuentren en especial estado de vulne-
rabilidad, lo cual, por loable que sea, no puede hacer perder de vista el objetivo 
y filosofia de las disposiciones legales o introducir modificaciones o adiciones a 
su contenido, sin apego al proceso democrático. Encontramos que es evidente 
la confusión de conceptos en la jurisprudencia de la Corte (v. gr., preexisten-
cia con reticencia), así ·como el desconocimiento grave de la jurisprudencia de 
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ha comenzado a mo . 'd' en la atención de asuntos 1t1g1osos ante 1• ¡ ampo ¡un 1co, _ d. . . a 
también, ya en e c I i·n·gantes plantean sm 1scnmmación algu 

. . ., d' · donde os 1 . na junsd1cc10n or mana, edio una persona en estado de debilidad . 
. esté de por m . . \ -esto es, sm qu~ . d . de la Corte Const1tuc10nal como base de su· 

., l ¡unspru enc1a , , . s 
vulnerac1on- ª . L 'tuación se hace aun mas comple¡a cuando e . , alegacwnes. a s1 . _ , n 
pretenswnes ). . . . 1 hay notable contrad1cc10n, la cual se acredita 

. · d ncia Const1tuc10na la ¡unspru e . . t que declaró Ja constitucionalidad del artículo io-8 
al revisar el pronunc1am1en o d . . d 1 ' . d ) " al mismo tiempo, ec1s10nes e tute a con una 
(sentencia C-232 e 1997 ,, • • . ., 

1 
t opuesta. En últimas el gran mconvemente, como en 

posicwn comp etamen e . , 
1 Corte Constitucional se mvolucro en terrenos que no son 

otros temas, es que a , . . , 
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· s de la esfera constitucional, max1me sr se repara en el caracter 
rea mente prop!O 
eminentemente residual de Ja acción de tutela. 

Por otra parte, advertimos con gran preocupación que las decisiones de la 
Corte Constitucional lanzan un mensaje que, en últimas, resulta alentador del 
fraude en seguros y de la deslealtad en materia contractual para la sociedad 
colombiana. En una etapa de nuestro país en la que cada vez se hace más pública 
la falta de ética y moralidad en diferentes sectores de la política y la economía, 
estimamos que no resulta útil la flexibilización en la aplicación de normas que, 
justamente, reconocen 1a necesidad de proteger a determinados productores 
de bienes y servicios que están más expuestos a sufrir los efectos de la falsedad 
y la falta de principios. Sin perjuicio de lo anterior, consideramos que es hora 
d_~ que ~1 legislador aborde a fondo -dentro del marco de una gran actualiza-
cwn a diferentes puntos relativos al contrato de seguro-- la introducción o no 
de eStos ~spec'.os -que la Corte Constitucional ha pretendido imponer- al 
ordenamiento ¡urídico d' 1 · , . me iante eyes, sobre la base de que es ese el escenario 
democrat1co y de deb t fi d . · . ª e pro un ° en el que se podrá realmente determinar s' 
convienen o no a la realidad ¡· u 'd. , . n ica Y econom1ca del país. 

Rafad Alberto Ariza Vesga 
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